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Se decide el recurso de apelación interpuesto por los demandantes, por la apoderada de la sociedad GALICIA S.A. y por el Municipio de Cali contra el fallo de primera instancia proferido por la Sala de Descongestión para los Tribunales Administrativos del Valle del Cauca, Quindío,  Cauca y Nariño –sede Cali, mediante la cual declaró la nulidad de las Licencias de Construcción 0025259 de 19 de septiembre de 1991 y 0029359 de 28 de agosto de 1992, por medio de las cuales el Departamento Administrativo de Control Físico de Cali autorizó la construcción de un edificio y se aprobaron los planos de división para propiedad horizontal del mismo, dentro de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho propuesta.
I. 
ANTECEDENTES
1.
 LA DEMANDA
1.1. Pretensiones

La parte demandante solicita que se declare la nulidad de las Licencias de Construcción 0025259 de 19 de septiembre de 1991 y 0029359 de 28 de agosto de 1992.
De otro lado, solicita que se declare la nulidad del acto administrativo ficto o presunto, por medio del cual fueron resueltos los recursos de reposición y apelación interpuestos contra las Licencias de Construcción 0025259 de 19 de septiembre de 1991 y 0029359 de 28 de agosto de 1992, luego de operar el fenómeno del silencio administrativo negativo.

Como consecuencia de lo anterior y a título de restablecimiento del derecho, solicitó:

- Que se disponga la demolición del “Edificio Entrelomas” cuya construcción fue aprobada mediante las licencias de construcción acusadas.

- Que se ordene al Municipio de Cali pagar perjuicios morales estimados en 2000 gramos oro y perjuicios materiales estimados en quinientos ochenta y ocho millones de pesos ($588.000.000)

1.2.
Hechos

- Los demandantes son propietarios de una casa de habitación ubicada en el barrio Santa Teresita del Municipio de Cali e identificada con la matrícula inmobiliaria 370-0338269 y cédula catastral B 04101000. Al momento de su adquisición, el inmueble colindaba por el sur con el predio distinguido con la nomenclatura Nº 11-110 de la Avenida 3 Oeste que posteriormente fue enajenado por su propietario a la sociedad INVERSIONES HOLGUÍN RAMOS & CÍA. LTDA (hoy GALICIA S.A.).

- El 19 de diciembre de 1989, INVERSIONES HOLGUÍN RAMOS & CÍA. LTDA. vendió el predio a la sociedad EDIFICIO “ENTRELOMAS” LTDA.

- En el mes de septiembre de 1990, la empresa constructora SAA & ANGULO inició la construcción del Edificio Entrelomas, pese a que no había sido concedida la respectiva licencia de construcción.

- Posteriormente, INVERSIONES HOLGUÍN RAMOS & CÍA. LTDA. tramitó y obtuvo ante el Departamento Administrativo de Control Físico de Cali la Licencia de Construcción 0025259 de 19 de septiembre de 1991, a través de la cual se autorizó la construcción de un edificio de 10 pisos de altura en zona con área de control R-1 (control paisajístico y ambiental), en el predio ubicado en la Carrera 3 Oeste Nº 11-110 de la ciudad de Cali (hoy Edificio “Entrelomas”). 

- Más adelante, el Departamento Administrativo de Control Físico expidió Licencia de Construcción Nº 0029359 de 28 de agosto de 1992 (que hace parte de la Licencia de Construcción Nº 0025259 de 19 de septiembre de 1991), a través de la cual aprobó los planos de división para propiedad horizontal del “Edificio Entrelomas”

- Los demandantes no fueron informados de la solicitud de licencia de construcción ni notificados del acto administrativo a través del cual fue concedida dicha licencia, pese a que tienen la calidad de vecinos  en tanto el inmueble de su propiedad colinda con el Edificio Entrelomas.

- El 26 de abril de 1994, los demandantes se notificaron de los actos acusados y contra ellos interpusieron recurso de reposición y en subsidio de apelación, los cuales quedaron resueltos en forma negativa el 27 de junio de 1994, en virtud del silencio administrativo negativo.

- Los demandantes afirman que el “Edificio Entrelomas” se construyó adosado al inmueble de su propiedad, sin dejar el aislamiento posterior como disponía la normatividad vigente, ocasionándoles perjuicios económicos del orden de quinientos ochenta y ocho millones de pesos ($588`000.000), pues “…no haber dejado aislamiento posterior al fondo del terreno de la casa de mis mandantes, el proyecto de construcción que se tenía se desmejora en un área construida de 513 metros cuadrados implicando una diferencia de $588`000.000”

1.3
Concepto de la Violación
El demandante considera que la Licencia de Construcción expedida por el Departamento Administrativo de Control Físico de Cali contraría lo dispuesto en el artículo 29 de la Constitución Política, así como la Ley 9ª de 1989 de reforma urbana y el Decreto Extraordinario 659 de 1986 contentivo del Código Urbano del Municipio de Cali.

El artículo 63 de la Ley 9ª de 1989 establece que para adelantar obras de construcción en áreas urbanas se requiere permiso o licencia expedida por el respectivo municipio; a su turno, el artículo 65 ídem dispone que las solicitudes de licencias deberán ser comunicadas a los vecinos, a quienes se citará para que puedan hacerse parte y hacer valer sus derechos y quienes serán notificados personalmente del acto administrativo a través del cual sea resuelta la solicitud de licencia de construcción.

No obstante, aunque los demandantes son vecinos colindantes del “Edificio Entrelomas” por el sur y por el norte, no recibieron comunicación de la solicitud de licencia de construcción de dicho inmueble y tampoco fueron notificados en forma personal del acto administrativo mediante el cual fue concedida la licencia de construcción, de modo que no recibieron copia del acto ni les fueron indicados los recursos que procedían contra éste.

Asimismo, el artículo 68 de la ley en comento, establece que los concejos municipales estarán encargados de determinar la forma de transferir los derechos de desarrollo y de construcción entre aquellos inmuebles sometidos a regímenes urbanísticos especiales restrictivos del uso, densidad o altura y aquellos otros cuyos propietarios deseen bonificación en altura o densidad, pese a lo cual fue el Departamento Administrativo de Control Físico la entidad que autorizó la construcción del “Edificio Entrelomas” con una altura de 10 pisos sin tener en cuenta que fue construido en zona de “Control Paisajístico y Ambiental” donde la altura máxima permitida es de 4 pisos.

El artículo 163 del Decreto Extraordinario 659 de 1986 dispone que la altura máxima permitida en zonas de control paisajístico y ambiental, es de cuatro pisos más altillo o piso retrocedido, tomados a partir de la cota más alta, luego no pueden construirse 10 pisos. Por su parte, el artículo 164 establece que cuando una nueva edificación tiene 10 pisos debe plantear un aislamiento posterior de mínimo 6 metros, norma que desconoce la administración, en tanto el “Edificio Entrelomas” fue construido sin aislamiento posterior alguno.

Los demandantes estiman que la altura del edificio no permite la libre circulación de las corrientes de aire y ocasiona el reflejo permanente del sol sobre el techo de su vivienda, generando un ambiente sofocante durante la mayor parte del día, lo cual no ocurría antes de construirse el “Edificio Entrelomas”.

Pone de presente que, a través de una concertación, la administración permitió la construcción de los 10 pisos condicionada a la localización de una plazoleta y a la liberación de 100 metros cuadrados de espacio público, condición que no fue cumplida por los constructores, quienes edificaron en tales sectores las áreas comunes del edificio.

2. 
LA CONTESTACIÓN
Las sociedades GALICIA S.A., INVERSIONES HOLGUÍN IRAGORRI S.A., EDIFICIO ENTRELOMAS LTDA., HOLGUÍN ZAMBRANO & CÍA. S. en C., EDUARDO ROMERO – CORREA HOLGUÍN & CÍA. S. en C., SOCIEDAD FINEZA LTDA., y SOCIEDAD INVERSIONES CASTRO CASTRO & CÍA. S.C.A y los ciudadanos MARÍA MERCEDES SAAVEDRA BLUM, INÉS ELVIRA HOLGUÍN RAMOS, GLORIA IRAGORRI DE MADRIÑÁN y ALEJANDRO PALAU LENIS  fueron vinculados al proceso en su condición de propietarios de zonas comunes y unidades privadas del Edificio “Entrelomas”.

2.1. Las sociedades GALICIA S.A., INVERSIONES HOLGUÍN IRAGORRI S.A., EDIFICIO ENTRELOMAS LTDA., HOLGUÍN ZAMBRANO & CÍA. S. en C., EDUARDO ROMERO – CORREA HOLGUÍN & CÍA. S. en C., SOCIEDAD FINEZA LTDA., y SOCIEDAD INVERSIONES CASTRO CASTRO & CÍA. S.C.A y los ciudadanos MARÍA MERCEDES SAAVEDRA BLUM, INÉS ELVIRA HOLGUÍN RAMOS y GLORIA IRAGORRI DE MADRIÑÁN, mediante un mismo apoderado, se opusieron a las pretensiones de la demanda, indicando que el EDIFICIO ENTRELOMAS LTDA., y GALICIA S.A. no tienen derechos de propiedad sobre el “Edificio Entrelomas”.

El apoderado propuso las excepciones de caducidad de la acción, falta de legitimación por pasiva, ausencia de derecho sustancial, ausencia del daño y perjuicio, indebida acumulación de pretensiones, legalidad de la actuación administrativa y abuso del derecho a demandar.

Sobre la caducidad de la acción, aseveró que la demanda fue incoada 3 años después de expedidas las Licencias de Construcción 025259 de 19 de septiembre de 1991 y 29359 de 28 de agosto de 1992, toda vez que sólo hasta el 25 de abril de 1994 los demandantes cuestionaron su legalidad ante la administración, pese a que conocían de tiempo atrás la existencia de dichas licencias, como se desprende del poder otorgado a su abogado el 22 de noviembre de 1993.

Destacó que existe falta de legitimación por pasiva, pues los demandantes no pueden derivar responsabilidad de terceros de buena fe que no intervinieron ni participaron en la solicitud de licencia de construcción del Edificio “Entrelomas” y actualmente son propietarios de bienes inmuebles dentro del mismo.

Agregó que a los demandantes no les ha sido violado ningún derecho susceptible de indemnización y que no existe daño ni perjuicio alguno, toda vez que la construcción del Edificio Entrelomas no desvaloriza los predios colindantes ni malogra la calidad de vida de los residentes en inmuebles vecinos.

Consideró, además, que existe indebida acumulación de pretensiones, dado que los demandantes pretenden la demolición del edificio y, adicionalmente, una indemnización por los daños que causa el edificio construido.

Recalcó que aunque el artículo 65 de la Ley 9ª de 1989 disponía que la solicitud de licencia y su aprobación debían notificarse a los vecinos, tal disposición no había sido reglamentado para la época en que fueron expedidas las licencias de construcción, de modo que no existía claridad sobre el concepto de “vecino” que sólo fue definido con la expedición del Decreto 958 de 1992.

2.2. El Municipio de Cali, mediante apoderado, se opuso a las pretensiones de la demanda argumentando que respecto de la notificación a los vecinos, la Ley 9ª de 1989 creó un vacío en tanto no explicitó quiénes estaban contenidos en dicha categoría, vacío que llenó el artículo 1º del Decreto 958 de 1992
, expedido con posterioridad a la fecha en la que fue aprobada la licencia de construcción acusada.

Advirtió que de conformidad con las pruebas obrantes en el expediente, los demandantes conocían la existencia y contenido de la Licencia de Construcción 2529 de 19 de septiembre de 1991 desde el 22 de noviembre de 2003, pues en esa fecha otorgaron poder a su abogado para que interpusiera los recursos de reposición y apelación contra la misma, los cuales fueron efectivamente presentados el 24 de abril de 1994.

Así pues, pese a que los demandantes no fueron notificados personalmente del otorgamiento de la licencia de construcción se produjo la notificación por conducta concluyente referida en el artículo 48 del Código Contencioso Administrativo.

En cuanto a la altura del edificio, arguyó que, dado que fue construido en zona R1 de Control Paisajístico Ambiental, está sujeto al régimen de concertación y, por ende, la construcción podía acogerse a la opción de compensación  contenida en el literal b) del artículo 402 del Código Urbano (Decreto 659 de 1986) que permite que las edificaciones con un frente mayor a un tercio de la cuadra y que conformen plazoletas internas con accesos directos desde la vía pública, superen en dos pisos la altura permitida en la zona, por cada 50 metros cuadrados de plazoleta, circunstancia que precisamente ocurrió en la construcción del “Edificio Entrelomas”.  

II. LA SENTENCIA APELADA

La Sala de Descongestión para los Tribunales Administrativos del Valle del Cauca, Quindío,  Cauca y Nariño –sede Cali, mediante sentencia de 15 de diciembre de 2004, declaró la nulidad de las Licencias de Construcción 25259 de 19 de septiembre de 1991 y 29359 de 28 de agosto de 2002 y del acto ficto, mediante el cual fueron resueltos los recursos de reposición y en subsidio de apelación interpuestos contra las mencionadas licencias.

Precisó que la notificación por conducta concluyente no es procedente en el asunto de la referencia, habida cuenta de que la Ley 9ª de 1989 dispone que los vecinos deben citarse cuando se solicita una licencia de construcción y ser notificados personalmente del acto a través del cual sea concedida dicha licencia, con miras a que ejerzan su derecho de defensa. Por consiguiente, no está probada la excepción de caducidad propuesta por los demandados, habida cuenta de que no operaron los términos de caducidad contenidos en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, por cuanto las licencias no fueron notificadas a los demandantes.

En cuanto a la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, señala que prospera respecto de: EDIFICIO ENTRELOMAS LTDA., FERNANDO ROMERO CORREA HOLGUÍN & CÍA S. en C., HOLGUÍN IRAGORRI S. en C. (hoy INVERSIONES HOLGUÍN IRAGORRI S.A.,) EDIFICIO ENTRELOMAS PROPIEDAD HORIZONTAL, INÉS ELVIRA HOLQUÍN RAMOS, GLORIA IRAGORRI DE MADRIÑÁN, SOCIEDAD FINEZA LTDA, y SOCIEDAD INVERSIONES CASTRO CASTRO CÍA S.C.A.; puesto que los actos demandados no las vinculan.

Respecto de la sociedad GALICIA S.A. la excepción de falta de legitimación no puede prosperar, como quiera que las licencias de construcción demandadas fueron expedidas a favor de JULIAN VICENTE HOLGUÍN RAMOS, quien actuaba como gestor de dicha sociedad, la cual constituyó fianza para garantizar el cumplimiento de las disposiciones legales al momento de construir el inmueble.

Sobre el fondo del asunto, el a quo estimó que los actos administrativos demandados fueron expedidos en forma irregular, en tanto no se siguió el procedimiento previsto en el artículo 65 de la Ley 9ª de 1989, en lo concerniente a la citación y notificación personal de los vecinos para expedir la licencia de construcción a favor de la sociedad GALICIA S.A. (antes INVERSIONES HOLGUÍN RAMOS Y CÍA LTDA.).

Expuso que aunque la ley no definió quienes tendrían la categoría de vecinos, asunto que fue reglamentado con posterioridad a la fecha en que fueron expedidas las licencias; de conformidad con el artículo 28 del Código Civil, correspondía al Departamento Administrativo de Control Físico de Cali entender la expresión “vecinos” en su sentido natural y obvio cual es, según el Diccionario de la Lengua Española, cercano próximo e inmediato en cualquier línea.

En cuanto a las pretensiones relacionados con el restablecimiento del derecho, argumentó que no era procedente ordenar la demolición del edificio, toda vez que la sanción de demolición sólo opera cuando la edificación ha sido construida sin la respectiva licencia de construcción (Art. 66 literal c de la Ley 9ª de 1989), supuesto que no ocurrió en el caso bajo estudio.

Tampoco consideró procedente condenar a la demandada al pago de perjuicios materiales y morales por valor de $588.000.000 y 2.000 gramos oro respectivamente, dado que los perjuicios morales no fueron probados por los demandantes, mientras que los perjuicios materiales se hacen derivar de un proyecto de construcción en el inmueble propiedad de los demandantes que no se ha materializado ni cuenta con los permisos ni autorizaciones por parte de las autoridades municipales.

No obstante, se atuvo a los perjuicios relacionados dentro del dictamen pericial y a su liquidación a junio de 1993 que ascendía a noventa millones trescientos sesenta y cuatro mil ciento veintiún pesos ($90.364.121) que actualizados corresponden a trescientos sesenta y tres millones seiscientos treinta y nueve mil seiscientos cincuenta pesos (363.639.650), derivados de (i) la disminución de la ventilación natural de la casa del demandante como consecuencia de la presencia de un muro de gran altura, (ii) pérdida de luminosidad natural en horas de la tarde debido a la sombra que proyecta dicha pared del edificio adosada a la casa de los Molinares, (iii) aumento de la temperatura ambiental del interior de la casa del demandante como producto del reflejo de la luz solar que incide en algunas horas del día sobre el material cerámico que constituye el muro adosado y (iv) deterioro de la calidad ambiental al generarse un menoscabo en el efecto visual desproporcionado en relación a la gran altura del muro adosado.

Sobre el pago de los anteriores perjuicios, dispuso que debían cancelarse en forma solidaria por el Municipio de Cali y la sociedad GALICIA S.A.

III. EL RECURSO DE APELACIÓN

3.1. Los demandantes, mediante apoderado, presentaron recurso de apelación contra el fallo de primera instancia, solicitando al Consejo de Estado confirmar la nulidad de los actos demandados no sólo por vicios de forma, sino por violación directa de las normas urbanísticas del Municipio de Cali. 

Advierten que el edificio fue construido un año antes de que se expidieran las licencias de construcción acusadas y que el proyecto fue sometido al régimen de concertación, pese a que no ocupa una tercera parte de la cuadra en la que está ubicado y, por ende, no era posible darle una altura de 10 pisos en la forma dispuesta en el Decreto 659 de 1986 en sus artículos 163, 400 y 402.

De otro lado, exponen que al ser declaradas nulas las licencias de construcción demandadas, el Edificio “Entrelomas” debe ser demolido, pues los efectos de este tipo de sentencia son ex tunc y no resulta admisible mantener en el tiempo uno de los efectos de las mencionadas licencias cual es, precisamente, el edificio construido, máxime cuando ello implicaría la existencia de una edificación sin la respectiva licencia de construcción.

Finalmente, precisan que los perjuicios deben incrementarse, por cuanto no fue tenido en cuenta el lucro cesante derivado del menor valor a futuro del inmueble de su propiedad, ocasionado por el adosamiento de una pared del Edificio “Entrelomas” al lindero de tal inmueble.

3.2. El Municipio de Cali reitera los argumentos expuestos en su contestación de la demanda y agrega que, de conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado (providencia de 9 de diciembre de 2004, expediente 1995-05799 M.P. Rafael Ostau de Lafont Pianeta), en el asunto de la referencia operó el fenómeno de la caducidad, pues transcurrieron 11 meses entre la fecha en la que los demandantes tuvieron conocimiento de las licencias de construcción y la presentación de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho.

Afirma, además, que de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corporación, las irregularidades presentadas al momento de la notificación no tornan nulo o inexistente el respectivo acto administrativo, sino que lo hacen ineficaz respecto de quienes no han sido debidamente notificados, salvo que la irregularidad haya sido subsanada.

En lo concerniente a la condena en perjuicios, expone que objetó por error grave el dictamen pericial que sirvió de fundamento al a quo para tasarlos, objeción que no fue resuelta por el Tribunal y que, en síntesis, consistía en advertir que el experticio había sido rendido con relación a los perjuicios causados por la falta de iluminación y ventilación del inmueble propiedad de los demandantes, no obstante lo cual al determinar la devaluación del predio se partió de la base de una situación hipotética: la imposibilidad de construir en dicho predio un edificio de similares condiciones al edificio “Entrelomas”. 

3.3. La apoderada de GALICIA S.A., sostuvo lo siguiente respecto a la excepción de caducidad de la acción:

“(…)los demandantes, no obstante conocer de tiempo atrás el contenido de las licencias cuya nulidad solicitan, tenían la oportunidad jurídica desde el día 22 de noviembre de 1993 y hasta el 29 del mismo mes y año para recurrir conforme a la ley los actos administrativos materia de este proceso y, en gracia de discusión, si el término lo planteáramos desde el 25 de marzo de 1994, el plazo para ello vencería el día 1 de abril de 1994, lo que de manera cierta solo vinieron a hacer el día 25 de abril de 1994, cuando ya habían transcurrido ampliamente los plazos de ley, y además sólo hasta el 13 de octubre de 1994 –diez meses y 21 días, en un caso y 6 meses y 15 días después, en otro- acudieron al Contencioso Administrativo sin que se hubiera cumplido con el requisito esencial o sine qua non de agotar la vía gubernativa para iniciar la instancia judicial administrativa, de una parte, y de otra si la acción se hubiere formulado en forma directa, el plazo para ello se venció el 22 de marzo de 1994, en un caso y en el otro el 1 de agosto de 1991(…)”

Adujo que la sentencia fue proferida con una evidente violación del derecho a la defensa de su representada, por cuanto no fue resuelta la objeción por error grave presentada el 30 de abril de 2003 contra el Dictamen Pericial de 6 de agosto de 1998 que sirvió de fundamento para tasar los perjuicios por daño emergente en $363.639.650 y agregó que el fallo es incongruente, puesto que el a quo niega los perjuicios materiales y morales solicitados, pero condena a las demandadas al pago de daño emergente material, con base en un dictamen que no tasa perjuicios derivados de la pérdida de calidad de vida de los demandantes, sino de la pérdida que eventualmente puede sufrir el predio ante una hipotética construcción.

Anotó, además, que el Tribunal erró al condenar a la sociedad GALICIA S.A. al pago solidario del daño emergente con fundamento en una presunta póliza otorgada por dicha sociedad para garantizar la construcción, entrega y correcta ejecución de las obras urbanísticas de adecuación de zona verde y arborización perimetral de la zona verte pública, habida cuenta de que la póliza fue otorgada por la sociedad EDIFICIO ENTRELOMAS LTDA.

Alegó que la responsabilidad solidaria imputada a la sociedad GALICIA S.A. tampoco puede derivarse de haber sido dicha sociedad beneficiaria de la licencia de construcción demandada y afianzadora de su cumplimiento, ya que la garantía que sirve de fundamento a la solidaridad deprecada, no se predica del cumplimiento de los actos procesales relativos a la citación y notificación de las licencias a terceros.

Así, expuso que aunque el Municipio de Cali le otorgó a GALICIA S.A. la licencia de construcción cuestionada luego de encontrar satisfechos los requisitos legales y técnicos exigidos, la real beneficiaria de dicha licencia es la sociedad Edificio Entrelomas Ltda., que de conformidad con la Escritura Pública Nº 11.230 de 19 de diciembre de 1989 se convirtió en constructora y propietaria del Edificio “Entrelomas”.

Por último, señaló que el dictamen pericial que sirvió de sustento a la condena por daño emergente fue proferido por peritos que no son expertos en derecho ambiental o medio ambiente y, por ende, no eran idóneos para determinar daños ambientales que hubiesen podido derivarse de la construcción del Edificio “Entrelomas”. Asimismo, resaltó que, en general, el dictamen carece de razones verídicas, técnicas y científicas que otorguen certeza sobre el menoscabo del efecto visual y la pérdida de la luminosidad general  y ventilación natural, los cuales llevaron al juez a condenar a su representada por daños emergentes materiales.
IV.
ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA
Las partes y el Ministerio Público guardaron silencio.
V. CONSIDERACIONES
Entra la Sala al estudio de los argumentos planteados en el recurso de apelación. Corresponde, entonces, determinar si a la luz de lo dispuesto en la Ley 9ª de 1989 y en el Decreto 659 de 1986, las Licencias de Construcción 025259 de 19 de septiembre de 1991 y 29359 de 28 de agosto de 1992 (que hace parte de la primera) son nulas.

5.1. El primer cargo que debe evacuarse es el relativo a la omisión en la comunicación a los vecinos de las solicitudes de licencias de construcción y de notificación personal del acto administrativo  a través del cual fue resuelta tal solicitud. El artículo 65 de la Ley 9ª de 1989, dispone lo siguiente:

“Artículo 65º.- Las solicitudes de licencias y de patentes serán comunicadas a los vecinos, a quienes se citará para que puedan hacerse parte y hacer valer sus derechos, en los términos previstos por los artículos 14 y 35 del Decreto-Ley 1 de 1984 (Código Contencioso Administrativo). Los actos administrativos por medio de los cuales se resuelvan las solicitudes de licencias y de patentes serán notificados personalmente a los vecinos en la forma prevista por los artículos 44 y 45 del Decreto-Ley 1 de 1984 (Código Contencioso Administrativo). La parte resolutiva de dichos actos también será publicada en un periódico de amplia circulación en el municipio donde se encuentren ubicados los inmuebles, o en cualquier otro medio de comunicación social, hablado o escrito, por cuenta del interesado. El Término de ejecutoria para el interesado y para los terceros empezará a correr al día siguiente al de la publicación, y en el caso de los vecinos, a partir de su notificación.

Contra los actos que otorguen una licencia o patente cabrán los recursos de la vía gubernativa que señala el Decreto-Ley 1 de 1984 (Código Contencioso Administrativo). Transcurrido un plazo de dos (2) meses, contado a partir de la interposición del recurso sin que se haya notificado decisión expresa sobre ellos, se entenderá que la decisión es negativa y quedará en firme el acto recurrido. Pasado dicho término no se podrá resolver el recurso interpuesto e incurrirá en causal de mala conducta el funcionario moroso.”

En su oportunidad, las entidades demandadas argumentaron que aunque los demandantes no fueron citados al momento de presentarse la solicitud de licencia de construcción y tampoco fueron notificados personalmente de la misma, conocieron el contenido del acto administrativo desde el 22 de noviembre de 1993, pues ese día otorgaron poder a su abogado para que presentara los recursos de reposición y apelación contra la Licencia de Construcción 025259 de 1991, correspondiente al Edificio “Entrelomas”, configurándose la notificación por conducta concluyente a la que hace referencia el artículo 48 del Código Contencioso Administrativo. 

Asimismo, advirtieron que la citación y notificación de los vecinos no se llevaba a cabo en la época en la que fueron concedidas las licencias, en tanto la expresión “vecinos” no había sido reglamentada, siendo imposible determinar qué personas tenían tal condición.

Al respecto, la Sala reitera lo dicho en sentencia de 13 de septiembre de 2007
, por medio de la cual rectificó la postura según la cual la omisión en la citación de  los vecinos para que se hicieran parte del trámite dado a la solicitud de licencia de construcción, podía subsanarse con la conducta del interesado que diera pie a entender que, pese a la irregularidad, conocía la existencia y el contenido del acto, lo cual no es suficiente.

En aquella ocasión dijo la Sala:

“(…)la Sala rectifica la tesis expuesta en la precitada sentencia, habida cuenta de que es evidente que si la ley ha previsto que desde un comienzo, tratándose de materia urbanística, los vecinos de la obra a construir estén enterados de la misma, es porque el legislador ha sido conciente de que la garantía de su derecho de defensa tiene como punto de partida el momento procesal de la comunicación de la solicitud de licencia de construcción, a fin de que los mismos preparen sus argumentos en torno de la viabilidad o inviabilidad de la obra a construir.

Considerar que con la posibilidad de interponer los recursos se sanea la irregularidad de la falta de comunicación de la solicitud, es cercenar el derecho de defensa, pues el término para ejercitar los medios de impugnación es muy limitado (5 días), en tanto que el legislador previó en estos casos uno mucho más amplio desde la comunicación de la solicitud hasta la notificación del acto administrativo de otorgamiento.

De tal manera que los actos acusados, en virtud de su expedición irregular que afecta el debido proceso, deben ser declarados nulos.”

En ese entendido, es evidente que en el asunto de la referencia los actos acusados deben declararse nulos, pues la irregularidad relativa a la falta de citación y notificación de los vecinos en la forma prevista en la ley, trajo como consecuencia la afectación de su derecho al debido proceso.

Ahora bien, la Sala no acoge el argumento relativo a que la falta de reglamentación de la expresión “vecino” contenida en el artículo 65 de la Ley 9ª de 1989 hacía imposible citar y notificar a los vecinos del proyecto de construcción para el cual se solicita licencia, pues la citada ley entró a regir el 11 de enero de 1989
, de donde se sigue que la administración no podía negarse a darle cumplimiento, máxime cuando de conformidad con el artículo 28 del Código Civil las palabras de la ley deben entenderse en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas. 

Así las cosas, se tiene que en realidad el Decreto 958 de 1992 no reglamentó la expresión “vecinos” contenida en el artículo 65 de la Ley 9ª de 1989, en tanto se limitó a precisar que la misma tendría la connotación obvia que dentro del contexto urbanístico y de construcción tiene esa palabra, esto es, los propietarios, poseedores y tenedores de los inmuebles colindantes a aquel que va a edificarse o remodelarse.

Por consiguiente, la entidad demandada no podía excusarse en que la ley no había definido explícitamente qué se entendía por “vecinos”, pues ésta no es una palabra técnica que requiera definición especial, sino que se trata de una expresión de uso común. De esta forma, aunque en gracia de discusión se admitiera que la palabra “vecino” tiene más de una acepción en el Diccionario de la Real Academia Española
, lo cierto es que correspondía al municipio aplicar aquella que tuviese más sentido dentro del contexto, es decir, la de proximidad o cercanía, ya que tratándose de la construcción de un inmueble son los vecinos colindantes los directamente interesados  (beneficiados o perjudicados).
5.2. Ahora bien, en su escrito de apelación los demandantes solicitan a esta Corporación que se pronuncie no sólo sobre la nulidad derivada de los vicios en la expedición de los actos acusados, sino sobre el desconocimiento por parte del Municipio de Cali de las normas sustantivas urbanísticas que regulan la materia. Con miras a emitir una decisión al respecto, a continuación se citan las normas del Decreto Extraordinario 659 de 1986, (Código Urbano del Municipio de Cali), relacionadas con el asunto objeto de debate: 

“Artículo 160. Determínense como zona de control paisajístico y ambiental las áreas residenciales localizadas en el piedemonte, que por la topografía del terreno y por su valor urbanístico a nivel de la ciudad, ameritan un tratamiento con características volumétricas especiales que mantengan sus calidades ambientales y paisajísticas y protejan visualmente los Cerros bajos de la ciudad.
Artículo 163. Modificado por el Acuerdo Nº 80 de 1986, Art. 17. Las alturas máximas permitidas en esta zona o en cualquier otra Área de Actividad para todos los predios ubicados en el Piedemonte, serán de cuatro (4) pisos más altillo o piso retrocedido, tomados a partir de la cota más alta del lote y teniendo en cuenta las siguientes consideraciones:
a) Cuando el acceso a un predio se presente por la cota más alta, en terrenos con el 15% o 20% o 25% de pendiente, se permitirán 4 pisos (12.00 metros) más altillo, tomados a partir de dicha cota.
b) Cuando el acceso a un predio se presente por la parte más baja de la cota del lote en pendiente del 15% o menores, se permitirán 6 pisos máximos (18.00 metros), siempre que en la parte posterior (cota máxima) la altura no exceda de 4 pisos más altillo.
c) Cuando el acceso al predio se presente por la parte más baja de la cota del mismo en terrenos con pendientes entre el 20% y 25%, se permitirán 7 pisos máximo (21.00 metros), siempre que en la parte posterior la altura no exceda los 4 pisos más altillo sobre la cota más alta del mismo.
d) Cuando el acceso al predio se presente por la parte más baja de la cota del mismo en terrenos con pendientes entre el 25% y el 40% se permitirán 8 pisos máximo (24.00 metros), siempre que en la parte posterior la altura no exceda los 4 pisos más altillo sobre la cota más alta del mismo.
e) Los proyectos a desarrollar en terrenos pendientes que no se ajusten a los casos mencionados en los literales anteriores serán materia de concertación con el Departamento Administrativo de Planeación Municipal, siguiente los criterios contenidos en el presente artículo.

Artículo 164. Toda nueva edificación, reforma mayor, adición o subdivisión de construcciones existentes deberá plantear un aislamiento posterior mínimo de 3.00 Mts. Cuando la altura de la construcción sea de 2 a 4 pisos. Si la altura posterior oscila entre 5 y 6 pisos el asilamiento será de 4.5 Mts. Para alturas posteriores entre 7 y 10 pisos el aislamiento será de 6.00 Mts.

Artículo 400. Defínase como Concertación el régimen que se aplica a aquellas áreas de la ciudad donde la Administración Municipal permite la participación de entidades gubernamentales o privadas para definir su desarrollo.

Artículo 402. Los casos destinados a concertación en las Áreas de Actividad Residencial R-1, Mixta M1, Mixta M2 y en los ejes principales, secundarios y colectores se acogerán a las siguientes compensaciones:

(…)
b) Las edificaciones con un frente mayor a un tercio (1/3) de la cuadra, que conformen plazoletas internas con accesos directos desde la vía pública, podrán superar en dos pisos la altura máxima permitida en la zona por cada 50 metros cuadrados de plazoleta.
(…)”

Asimismo, dentro del expediente obra dictamen pericial
, adición y complementación de dicho dictamen
 y, por último, ampliación del mismo
. En tales documentos se concluye lo siguiente acerca del aislamiento posterior:

“Pregunta 11: Indiquen los peritos cuál es el objetivo que tienen los aislamientos posteriores que ordenaba el CÓDIGO URBANO, desde el punto de vista arquitectónico.

Respuesta: El artículo 7 del Código Urbano de 1986 define: “Aislamiento posterior: es la distancia horizontal comprendida entre el paramento posterior de la construcción y el lindero posterior del predio”. Desde el punto de vista arquitectónico los aislamientos posteriores tienen como objetivo evitar las servidumbres y permitir unas buenas condiciones climáticas y de iluminación.

Pregunta 12: Señalen si parte del predio de MOLINARES, hace parte del LINDERO POSTERIOR del Edificio. En caso afirmativo que porcentaje y si sobre es ese porcentaje se guardó el asilamiento posterior.

Respuesta: El predio de Guillermo Molinares hace parte del lindero posterior del Edificio Entrelomas ya que colinda en 10 metros lineales, es decir en un 44.44% de longitud de su paramento que es de 22.50 mts. Sobre este porcentaje no se guardó el asilamiento posterior. “
Sobre las edificaciones construidas en zona de control paisajístico y ambiental y el régimen de concertación referido en los artículos 400 y 402 literal b) del Decreto 659 de 1986, los peritos señalaron lo siguiente:

“El artículo 163 del Código Urbano de 1986 expresa que la altura máxima permitida en esta zona o en cualquier otra Área de Actividad para todos los predios ubicados en el Piedemonte, será de cuatro (4) pisos más altillo o piso retrocedido, tomados a partir de la cota más alta del lote y  teniendo en cuenta las consideraciones que aparecen en los literales a, b, c y d de este artículo.

Los literales a, b, c y d del artículo 163 no caben en la situación específica del Edificio Entrelomas por lo que hay que entrar a considerar el literal e) del mismo artículo que a la letra reza (…)

Los peritos por lo que pudimos observar in situ consideramos que el frente principal del edificio Entrelomas no es mayor a un tercio (1/3) de la cuadra donde está construido. 

(…)

En vista de que el Edificio Entrelomas no cumplió con la norma necesaria para acogerse al régimen de Concertación ya que su frente principal o de acceso no era mayor a la tercera (1/3) parte de la longitud de la cuadra donde está construido, deseábamos los peritos que con nuestra solicitud, la Secretaría de Ordenamiento Urbanístico, a través de Planeación Municipal o el otrora Departamento Administrativo de Control Físico Municipal, nos hiciera conocer los conceptos técnicos inscritos en el Código Urbano de 1986 o en la Ley de Reforma Urbana que se consideraron al interior de la Junta de Planeación Municipal para que el proyecto Edificio Entrelomas pudiera en definitiva, acogerse al Régimen de Concertación, decisión que quedó consignada en la Sesión Nº 644 de septiembre 20 de 1988, plasmada en el Oficio Nº 12.627 de 14 de octubre de 1988.

(…) los peritos expresamos que en efecto, la  construcción del Edificio Entrelomas se llevó a cabo sin el cumplimiento de algunas normas porque  (…) se aceptó que el Proyecto Edificio Entrelomas se acogiera al Régimen de Concertación sin que dicho edificio cumpliera el requisito de que su frente principal fuera mayor a 1/3 de la cuadra donde está construido.” 

Así pues, a partir del dictamen pericial citado y de su respectiva aclaración y complementación, la Sala concluye que efectivamente el Edificio “Entrelomas” desconoció lo dispuesto en el artículo 164 del Decreto 659 de 1986
, habida cuenta de que el muro posterior del edificio fue adosado a la pared posterior del inmueble propiedad de los demandantes sin plantear el aislamiento posterior al que se refiere la norma. 

Adicionalmente, la altura máxima para edificaciones permitida en la zona fue excedida, pues si bien en ese tipo de zonas es posible sobrepasar la altura mínima de 4 pisos ello sólo puede ocurrir cuando se cumple el supuesto referido en el artículo 402 del Decreto 659 de 1986 (Código Urbano del Municipio de Cali
), lo que no sucedió en el asunto objeto de estudio, en tanto el frente del edificio no corresponde a un tercio de la cuadra en la que está ubicado.

5.3. Dicho la anterior, entra la Sala a estudiar lo concerniente a la condena y liquidación de perjuicios, dado que las partes se mostraron inconformes con lo decidido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca. 

En efecto, los demandantes alegan que al momento de liquidar los perjuicios no se tuvo en cuenta el lucro cesante derivado del menor valor futuro del inmueble, mientras que el Municipio de Cali y la sociedad GALICIA S.A. sostienen que el a quo no resolvió la objeción por error grave presentada por el municipio y que, en cualquier caso los perjuicios se derivaron de la falta de iluminación y ventilación del inmueble de los demandantes, mientras que la liquidación se realizó con base en pérdida de valor del inmueble en razón de la construcción del edificio.

Por su parte, GALICIA S.A. argumenta que no existe razón jurídica válida para condenarla solidariamente al pago de la perjuicios ocasionados con la construcción del edificio, en tanto se limitó a tramitar la expedición de la licencia de construcción, más no fue la directa beneficiada con la misma ni participó en la construcción del edificio.

La Sala no accederá al aumento de los perjuicios en razón del lucro cesante derivado del menor valor futuro del inmueble, como quiera que para acceder a dicha pretensión tendría que determinarse la fecha cierta o probable en la cual los demandantes pondrán en venta el inmueble, hecho que no se conoce, de modo que no es posible establecer en qué momento cesarán para los demandantes las pérdidas por la construcción del Edificio “Entrelomas”. 

Acerca de la objeción por error grave realizada por el Municipio de Cali a la ampliación del dictamen pericial (junto con su aclaración  y complementación), se encuentra que mediante auto de 10 de julio de 1998 y estando el proceso para fallo, el Tribunal consideró necesario ampliar el dictamen en lo concerniente a los perjuicios ocasionados con la construcción del edificio y a la devaluación económica verificada por el inmueble desde que se construyó el Edificio “Entrelomas” hasta la fecha del experticio.
Al dar respuesta a la solicitud del Tribunal, los peritos informaron que los perjuicios cualitativos ocasionados a la casa (disminución de la ventilación, pérdida de luminosidad natural, aumento de la temperatura ambiente al interior de la casa y deterioro ambiental por menoscabo visual) ocasionaron una devaluación económica del inmueble, cuyo valor comercial en junio de 1993 ascendía a $307.845.040.

Asimismo y para determinar la devaluación económica sufrida por el inmueble, los peritos tuvieron en cuenta que un gran número de casas circunvecinas a la vivienda de los demandantes habían sido vendidas a particulares para desarrollar proyectos de construcción de vivienda estrato 6 a través del sistema de propiedad horizontal, situación que conllevó la valorización de la tierra en dicho sector.

Dado que el Edificio “Entrelomas” fue construido sin aislamiento posterior, los peritos consideraron que al momento de vender la propiedad de los demandantes se perdería un 44% del área neta del lote disponible y, en cuanto a la devaluación del precio del inmueble, un 25% del valor neto de la construcción y un 25% del factor de comercialización ocasionándose un perjuicio que a junio de 1993 equivalía a la suma de $90.364.121.

A juicio del Municipio de Cali, existe error grave en dicho dictamen, habida cuenta de que la tasación de perjuicios no se fundó en las situaciones que se habían detectado inicialmente, sino en hechos futuros e inciertos (la posibilidad de construir un proyecto de propiedad horizontal en ese predio). 

La Sala no comparte tal argumento, pues si bien no se conoce con certeza si los demandantes van a vender su inmueble, es innegable que la forma en la cual fue construido el Edificio “Entrelomas” ocasionó la pérdida de valor comercial de su inmueble, tanto por los daños estéticos y ambientales, como por la pérdida de atractivo para posibles compradores.

Así las cosas, la Sala acoge la evaluación de perjuicios llevada a cabo por los peritos, suma que actualizada en función del IPC a la fecha en que se profiere esta sentencia asciende a:

Valor a junio de 1993:  
$ 90.364.121 x  I1 / I2  = $ 474’286.571,7

Donde I1 es el IPC actual, e I2 del 31 de junio de 1993. 

5.4. Ahora bien, asiste razón a la sociedad GALICIA S.A. cuando alega que no es cierto que hubiese constituido fianza para garantizar el cumplimiento de las normas urbanísticas vigentes para esa fecha.

En efecto, al observar el material probatorio obrante en el expediente aparece que mediante Resolución Nº OF-378 de 1991 (4 de junio), el Contralor de Cali exigió a la sociedad INVERSIONES HOLGUÍN RAMOS & CÍA LTDA. constituir fianza para garantizar el cumplimiento de las disposiciones legales contenidas en el Decreto Extraordinario 659 de 1986 y en las demás normas concordantes relativas a la construcción, correcta ejecución y entrega de las obras urbanísticas correspondientes al Edificio “Entrelomas”.

La fianza fue expedida por la Compañía de Seguros ALFA S.A. y a través de ella la sociedad EDIFICIO ENTRELOMAS LTDA. (a quien la sociedad INVERSIONES HOLGUÍN RAMOS & CÍA LTDA. transfirió el derecho dominio
), garantizó  la construcción, correcta ejecución y entrega de las obras urbanísticas correspondientes a la adecuación de zona verde y/o arborización perimetral de la zona verde pública en su parte baja hasta la carrera 2ª oeste, fianza que fue aceptada en esos términos por el Departamento Administrativo de Control Físico Municipal de Cali.

Así pues, la garantía que sirvió de fundamento al a quo para condenar a GALICIA S.A. al pago solidario de los perjuicios generados a los demandantes, no fue tomada por dicha sociedad sino por el Edificio “Entrelomas” Ltda., y no lo fue para garantizar el cumplimiento de la construcción de dicho edificio con sujeción a las normas urbanísticas, sino para garantizar aquellas obras relacionadas con la arborización perimetral de la zona verde del edificio.

No obstante, está igualmente probado dentro del expediente que para la fecha en que ocurrieron los hechos el señor Julián Vicente Holguín, actuando como gestor de INVERSIONES HOLGUÍN RAMOS & CÍA. LTDA (hoy GALICIA S.A.), fue el encargado de tramitar la solicitud de licencia de construcción del Edificio “Entrelomas” conforme con las líneas de demarcación y los planos que infringían normas urbanísticas, de donde surge de manifiesto que fue la responsable de tramitar la licencia con base en documentos y diseños que no estaban ajustados a la ley vigente.

Así se desprende de la solicitud de licencia de construcción que obra a folio 105 (cuaderno 4), a la cual se adjuntó copia heliográfica de los planos arquitectónicos que incluían la localización de la construcción y sus respectivos aislamientos, los cuales, como se sabe, no incluyeron aislamiento respecto de la vivienda de los demandantes y en la que consta que desde el momento de la solicitud, la altura planeada del edificio era de 10 pisos y 2 sótanos. 

En tal sentido, GALICIA S.A. sí es responsable de la violación de las normas urbanísticas, pues solicitó al Municipio de Cali el otorgamiento de licencia para la construcción de un inmueble que excedía la altura mínima permitida en el sector y no contaba con aislamiento posterior. 

Observa la Sala que igual responsabilidad cabe a la constructora encargada de llevar a buen término la edificación. Sobre este asunto, en el expediente obran memoriales suscritos por los gerentes de ROBERTO CAICEDO & ASOCIADOS LTDA. INGENIEROS CIVILES, SAA & ANGULO INGENIEROS CONSTRUCTORES LTDA., y RAUL H. ORTIZ Y CÍA. ARQUITECTOS, sociedades que si bien no fueron vinculadas al proceso fueron oficiadas por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca
, con miras a que certificaran la fecha de inicio y terminación de la construcción del Edificio “Entrelomas”. 

En respuesta a tales oficios, las citadas sociedades manifestaron lo siguiente:

· ROBERTO CAICEDO & ASOCIADOS LTDA. INGENIEROS CIVILES, mediante memorial de 24 de julio de 1995 y en respuesta al oficio de 11 de julio de ese año, certificó que su intervención en el Edificio “Entrelomas” se circunscribió a los cálculos y diseños de su estructura de concreto, trabajo que desarrolló entre octubre de 1990 y mayo de 1991. 

· SAA & ANGULO INGENIEROS CONSTRUCTORES LTDA., mediante memorial de 27 de julio de 1995 y en respuesta al oficio de 11 de julio de ese año remitido por el Tribunal Administrativo del Valle, certificó que en el período comprendido entre septiembre de 1990 y junio de 1991, realizó parcialmente la construcción del Edificio “Entrelomas” llevando a cabo excavaciones y rellenos, cimentación, estructura, acero de refuerzo y mampostería.

· RAÚL H. ORTIZ. Y CÍA. ARQUITECTOS, mediante memorial de 30 de agosto de 1995 y en respuesta al oficio remitido el 11 de julio de ese año por el Tribunal Administrativo del Valle, certificó que dicha firma sólo realizó el diseñó arquitectónico de la obra, más no participó en su construcción.

De lo anterior se concluye que la sociedad encargada de llevar a cabo la construcción, como tal, del Edificio “Entrelomas” fue SAA & ANGULO INGENIEROS CONSTRUCTORES LTDA., lo que aunado a la comunicación que ésta dirigió a la oficina de Control Físico del Municipio de Cali el 21 de diciembre de 1992, en la que afirma que es la constructora de la obra EDIFICIO ENTRELOMAS LTDA. y se hace responsable de su construcción en la estructura y mampostería
, constituye evidencia inequívoca de que fue responsable de adelantar la obra.

Ahora bien, SAA & ANGULO INGENIEROS CONSTRUCTORES LTDA. tuvo conocimiento del proceso por vía del oficio remitido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca en el que solicitó certificación relacionada con el Edificio “Entrelomas” indicándole el número del proceso y el nombre de los demandantes. Así pues, a juicio de la Sala, la firma constructora tuvo la oportunidad de hacerse parte del proceso, no obstante lo cual guardó silencio y mantuvo una postura indiferente frente al mismo.

Así las cosas, dado que SAA & ANGULO expresamente se hizo responsable de la construcción de la estructura y mampostería del Edificio “Entrelomas”, está llamada a atender solidariamente junto con GALICIA S.A. y el Municipio de Cali, los perjuicios causados a los señores Guillermo Molinares Senior y María Navia de Molinares, con la edificación de dicho inmueble.

En tal sentido, la Sala modificará el numeral cuarto de la providencia apelada para ordenar que el pago de los perjuicios ocasionados con la construcción del Edificio “Entrelomas” a los demandantes se realice en forma solidaria y por partes iguales por GALICIA S.A., el Municipio de Cali y SAA & ANGULO INGENIEROS CONSTRUCTORES LTDA., en la medida que fueron responsables de  la proposición, aprobación y ejecución del proyecto, respectivamente.

5.5. Por último, la Sala no accederá a la solicitud de demolición del edificio, habida cuenta de que a la luz del artículo 66 literal c) de la Ley 9ª de 1989
, ese tipo de sanción sólo procede cuando se trata de inmuebles construidos que no cuentan con licencia de construcción, supuesto que no es el que se presenta en el asunto objeto de estudio, pues el Edificio “Entrelomas” cuenta con las respectivas licencias, cuya nulidad es precisamente lo que pretenden los demandantes.
En mérito de lo expuesto, la Sección Primera de la Sala Contencioso Administrativa del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,
FALLA:
CONFÍRMASE el fallo proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en lo concerniente a la declaratoria de nulidad de los actos administrativos demandados.

MODIFÍCASE el numeral cuarto de la providencia de 15 de diciembre de 2004, en el sentido de condenar a al MUNICIPIO DE CALI, GALICIA S.A. y SAA & ANGULO INGENIEROS CONSULTORES LTDA., al pago solidario de cuatrocientos setenta y cuatro millones doscientos ochenta y seis mil quinientos setenta y un pesos ($474.286.571,7) a favor de los señores GUILLERMO MOLINARES SENIOR y MARÍA LUCÍA NAVIA DE MOLINARES, por concepto de daño emergente. 
Cópiese, notifíquese, publíquese y cúmplase.
La anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en su sesión del ocho (08) de julio de dos mil diez (2010). 
RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA       MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO

                         Presidente

MARCO ANTONIO VELILLA MORENO

� Cuaderno Nº 1, folio 152.


� DECRETO 958 DE 1992. "Por el cual se dictan normas para el trámite y expedición de Licencias de Urbanización, Parcelación y Construcción.” ARTICULO 1º. Para los efectos del presente decreto se establecen las siguientes definiciones: (…) VECINOS: Para todos los efectos previstos en el artículo 65 de la Ley 9 de 1989, se entiende por vecinos a los propietarios, a los poseedores y a los tenedores de todos los inmuebles colindantes sin distinción alguna.





� Cuaderno Nº 6, folio 278.


� Cuaderno Nº 6, folio 295.


� Ley 9ª de 1989, “por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones.”





� Sección Primera, M.P. Marco Antonio Velilla Moreno. Expediente Nº 1995-01415


� ídem


� Diario Oficial Nº 38.650 de 11 de enero de 1989.


� Vecino, na. 1. adj. Que habita con otros en un mismo pueblo, barrio o casa, en habitación independiente. U. t. c. s. 2. adj. Que tiene casa y hogar en un pueblo, y contribuye a las cargas o repartimientos, aunque actualmente no viva en él. U. t. c. s. 3. adj. Que ha ganado los derechos propios de la vecindad en un pueblo por haber habitado en él durante el tiempo determinado por la ley. U. t. c. s. 4. adj. Cercano, próximo o inmediato en cualquier línea. 5. adj. Semejante, parecido o coincidente.





� Cuaderno Nº 3, folios 12 a 25


� Ibídem, folios 37 a 42


� Folios 53 a 68


� Artículo 164. Toda nueva edificación, reforma mayor, adición o subdivisión de construcciones existentes deberá plantear un aislamiento posterior mínimo de 3.00 Mts. Cuando la altura de la construcción sea de 2 a 4 pisos. Si la altura posterior oscila entre 5 y 6 pisos el asilamiento será de 4.5 Mts. Para alturas posteriores entre 7 y 10 pisos el aislamiento será de 6.00 Mts.





� Artículo 402. Los casos destinados a concertación en las Áreas de Actividad Residencial R-1, Mixta M1, Mixta M2 y en los ejes principales, secundarios y colectores se acogerán a las siguientes compensaciones:


(…)





b) Las edificaciones con un frente mayor a un tercio (1/3) de la cuadra, que conformen plazoletas internas con accesos directos desde la vía pública, podrán superar en dos pisos la altura máxima permitida en la zona por cada 50 metros cuadrados de plazoleta.





� Escritura Pública Nº 11.230 de 19 de diciembre de 1989 registrada el 14 de febrero de 1990. Cuaderno Nº 6, folio 150.


�  A folios 218, 219 y 220 del cuaderno Nº 1, obran los Oficios SS -1630, SS-1631 y SS-1632 de 11 de julio de 1995, a través de los cuales el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca solicitó a RAÚL H. ORTIZ Y CÍA. ARQUITECTOS, ROBERTO CAICEDO & ASOCIADOS LTDA., y  SAA & ANGÚLO INGENIEROS CONSTRUCTORES LTDA., certificar la fecha de inicio y terminación de construcción del Edificio “Entrelomas”.


� Cuaderno Nº 1, folio 109.


� “Artículo  66º.- Los alcaldes y el Intendente de San Andrés y Providencia podrán imponer las siguientes sanciones urbanísticas, graduándolas según la gravedad de la infracción: 


a) Multas sucesivas que oscilarán entre medio salario mínimo legal mensual y doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales cada una, para quienes parcelen, urbanicen o construyan sin licencia requiriéndola, o cuando ésta haya caducado, o en contravención a lo preceptuado en ella, además de la orden policiva de suspensión y sellamiento de la obra, y la suspensión de servicios públicos excepto cuando exista prueba de la habitación permanente de personas en el predio;


b) Multas sucesivas que oscilarán entre medio salario mínimo legal mensual y doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales cada una, para quienes usen o destinen un inmueble a un fin distinto al previsto en la respectiva licencia o patente de funcionamiento, o para quienes usen un inmueble careciendo de ésta, estando obligados a obtenerla, además de la orden policiva de sellamiento del inmueble, y la suspensión de servicios públicos excepto cuando exista prueba de la habitación permanente de personas en el predio;


c) La demolición total o parcial del inmueble construido sin licencia y en contravención a las normas urbanísticas, y la demolición de la parte del inmueble no autorizada o construida en contravención a lo previsto en la licencia; 


(…)”








